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El presente Informe Jurídico versa sobre el procedimiento administrativo en 

materia registral, el cual se inició con la solicitud de inscripción de dos 

compraventas sucesivas ante el Registro de Propiedad Inmueble de la Zona 

Registral N° II Chiclayo, otorgada por Guillermo Uceda Senmache y Clara Elena 

León Pizarro a favor de Javier Enrique Uceda León y Miguel Ángel Uceda León; 

y, posteriormente, la transferencia realizada por estos últimos, a favor de 

Augusto Miguel Uceda Senmache y Lucy Arlety Vargas Zurita. El problema 

principal se centra en que el objeto de la transferencia no se encuentra 

claramente identificado del contenido textual; pues, por un lado, los vendedores 

señalan que transfieren un porcentaje de acciones y derechos; y, de otro, 

identifican al objeto mediante características físicas (indicación de área y 

medidas perimétricas). Ante lo cual el Registrador observa en dos aspectos 

divergentes que, a opinión del autor, podría haberse solucionado mediante la 

interpretación del acto jurídico e incluso con las propias normas que establece el 

Reglamento de Inscripción de Registro de Predios respecto a actos de 

transferencia de cuotas ideales, tal como finalmente resuelve el Tribunal 

Registral, quien en última instancia administrativa revoca la observación y 

dispone la inscripción del título. El expediente analizado contiene materias 

jurídicas relevantes, tales como: la interpretación del acto jurídico en un 

procedimiento registral y la aplicación del régimen de copropiedad; para lo cual 

se llevó a cabo la revisión de normas, doctrina y jurisprudencia en materia de 

Derecho Civil y Registral. 
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1. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO. 

 

1.1. SOLICITUD DE INSCRIPCIÓN 

 
Con fecha 09 de octubre del 2017, el señor Manuel Toribio Uceda Ferre 

solicita ante la Superintendencia Nacional de Registros Públicos (en 

adelante SUNARP) – Zona Registral N° II, la inscripción de dos 

compraventas, contenidas en los siguientes instrumentos: 

➢ Escritura Pública N° 1228 del 04 de octubre de 1995: Guillermo Uceda 

Senmache y Clara Elena León Pizarro a favor de Javier Enrique Uceda 

León y Miguel Ángel Uceda León. 

➢ Escritura Pública N° 745 del 09 de mayo de 1997: Javier Enrique y 

Miguel Ángel Uceda León a favor de Augusto Miguel Uceda Senmache 

y Lucy Arlety Vargas Zurita. 

 
El bien se encuentra inscrito en la partida registral N° 02019963 del Registro 

de Predios de Chiclayo, y consiste en un solar ubicado en Avenida El 

Campesino N° 412 del distrito de Monsefú, provincia de Chiclayo, 

departamento de Lambayeque; respecto del cual, se transfirió el 50% de 

acciones y derechos a favor de Javier Enrique Uceda León y Miguel Ángel 

Uceda León; y, consecutivamente, éstos transfirieron la propiedad a favor de 

Augusto Miguel Uceda Senmache y Lucy Arlety Vargas Zurita. 

 
Documentos presentados: Para sustentar su solicitud, el usuario presenta 

lo siguiente: 

▪ Formulario de inscripción debidamente firmado 

▪ Parte notarial de la Escritura Pública N° 1228 del 04 de octubre de 

1995 

▪ Parte notarial de la Escritura Pública N° 745 del 09 de mayo de 1997 
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1.2. ESQUELA DE OBSERVACIÓN 

 
Con fecha 18 de octubre del 2017, el Registrador Público Luis Fernando 

Sánchez Cerna observa el título, señalando lo siguiente: 

➢ Debe inscribirse previamente la división y partición del bien, por cuanto 

del contenido de las escrituras públicas presentadas se advierte que se 

ha transferido el 50% del inmueble, con un área de 255 m2. 

 
➢ En su defecto, los vendedores deben aclarar mediante instrumento 

público que están transfiriendo la totalidad de acciones y derechos que 

les corresponde. 

 
Base legal 

- Código Civil 

Artículo 1361 

Artículo 2011 

 
 

- Reglamento General de Registros Públicos 

Artículo 32 

Artículo 40 

Artículo VI 

 

1.3. RECURSO DE APELACIÓN 

 
El 13 de noviembre del 2017, el usuario interpone recurso de apelación 

contra la esquela de observación citada anteriormente, señalando como 

fundamentos: 

 
➢ Corresponde al Tribunal Registral la interpretación del acto jurídico 

contenido en las Escrituras Públicas N° 1228 y 745, de conformidad con 

lo establecido en el artículo 31° del Reglamento General de Registros 

Públicos (en adelante R.G.R.P.), lo cual implica confrontar el título 
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presentado con el que consta en los asientos de inscripción de la partida 

registral respectiva (Ficha N° 29326). 

 
➢ El acto de transferencia de inmueble que se solicita inscribir se ha 

celebrado válidamente, siendo la común intención de las partes el 

transferir la totalidad de los derechos de propiedad a la parte 

compradora, por tanto, no requiere una escritura pública aclaratoria. 

 
➢ Ante la duda que tiene el registrador sobre si el objeto de la 

transferencia es la parte física del bien o las acciones y derechos que 

recaen sobre éste, debe aplicarse la interpretación sistemática que 

establece el artículo169° del Código Civil, esto es, interpretar las 

cláusulas en conjunto y teniendo en cuenta la finalidad perseguida por 

las partes. 

 
➢ De conformidad con el numeral 3 de la Resolución N° 383-2011- 

SUNARP-TR-A, sólo procede aclaración si, a pesar de aplicar las reglas 

de interpretación, no se puede determinar la voluntad de las partes al 

celebrar determinado acto jurídico; supuesto que no se presenta en el 

caso concreto. 

 
Base legal: 

- Código Civil 

Artículo 168 

Artículo 169 

Artículo 170 

 
 

Anexos: 

- Copia de DNI 

- Copia de Esquela de observación 

- Original del Certificado Literal de la Ficha N° 29326 
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- Copia de la Escritura Pública N° 1228 

- Copia de la Escritura Pública N° 745 

- Resolución N° 005-SUNARP-TR-A 

- Constancia de habilidad 

 
 

1.4. RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL REGISTRAL 

 
 

Mediante Resolución N° 102-2018-SUNARP-TR-T, de fecha 13 de febrero 

del 2018, el Tribunal Registral – Sede Trujillo, emite pronunciamiento en 

segunda y última instancia administrativa respecto al presente caso, 

estableciendo como cuestión principal: ¿En el caso recurrido cuál es el 

objeto de la transferencia? Para determinar la respuesta a dicha 

interrogante, se basa en los siguientes fundamentos: 

 
➢ En virtud del artículo IV del R.G.R.P (principio de especialidad) es 

necesario determinar los bienes y derechos objeto de los actos 

jurídicos, a fin de establecer la partida que le corresponde en el 

Registro, para tal fin, el registrador debe confrontar el título con el 

asiento de la partida registral y con los antecedentes registrales 

relacionados. 

 
➢ En el caso de transferencia de cuotas ideales de un predio, lo relevante 

es el porcentaje que se transfiere (no el que el enajenante manifiesta 

tener o, incluso, el enajenante puede no señalarlo en la escritura). En 

ese sentido, para que la transferencia pueda gozar de la oponibilidad 

prevista en el artículo 2022º del Código Civil, el porcentaje transferido 

debe coincidir con lo publicitado en la partida registral del predio. 

 
➢ Del análisis de la escritura pública Nº 1228, se advierte que el vendedor 

Guillermo Uceda Senmache transfiere el porcentaje del 50% de 

acciones y derechos que ostenta en el inmueble, a favor de Miguel 
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Ángel Uceda León y la sociedad conyugal conformada por Javier 

Enrique Uceda León y Ruth Liliana Esquives Valdivia. 

 
➢ Y, seguidamente en la escritura pública Nº 745, se tiene que los últimos 

compradores (ahora vendedores), transfieren el porcentaje adquirido a 

favor de los esposos Augusto Miguel Uceda Senmache Y Lucy Arlety 

Vargas Zurita, por lo que se desprende que el vendedor transfiere la 

totalidad de sus derechos y acciones. En consecuencia, no es necesario 

que se realice la división y partición, más aún cuando tal acto implica la 

finalización de la copropiedad, que no es el caso. 

 
POR LO QUE RESUELVE: REVOCAR la observación y DISPONER la 

inscripción del título, previa liquidación. 

 

 
2. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 
En el presente expediente administrativo el usuario solicita la inscripción de dos 

sucesivas compraventas; sin embargo, el Registrador, habiendo revisado el 

contenido de las Escrituras Públicas Nº 1228 y 745, advierte que, por un lado, los 

vendedores señalan que transfieren un porcentaje de acciones y derechos; y, de 

otro lado, también identifican al objeto de la transferencia mediante 

características físicas (indicación de área y medidas perimétricas). 

Ante tal discrepancia, el registrador informa dos soluciones al usuario: 

 
a) Si se trata de la transferencia de una parte física del inmueble, deberá 

inscribir –en primer lugar- la división y partición del inmueble, ello de 

concordancia con el principio de tracto sucesivo regulado en el artículo VI del 

RGRP. 
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b) Si, por el contrario, la transferencia es de acciones y derechos (en el marco 

de una copropiedad), deberá presentar un instrumento público aclaratorio 

donde señale que el vendedor está transfiriendo la totalidad de acciones y 

derechos que les corresponde. 

Si bien en una primera impresión podría parecer que el Registrador busca facilitar 

la inscripción solicitada ofreciéndole al usuario, escoger a su criterio, entre dos 

opciones; lo cierto es que, como veremos más adelante, ha omitido realizar su 

labor de interpretación para determinar el objeto de la transferencia. 

Este caso ilustra lo cotidiano pero transcendente que resulta la interpretación 

para aplicar las normas jurídicas, pues de ello depende no solo el reconocimiento 

u otorgamiento de un derecho, sino también el goce de los beneficios de una 

inscripción registral, como la oponibilidad y la seguridad jurídica en futuras 

transacciones económicas. 

De manera que, a fin de desarrollar el presente acápite, empezaremos por definir 

qué es la interpretación y su regulación en el Código Civil Peruano, y, finalmente 

trataremos el régimen de la transferencia de acciones y derechos. 

2.1. INTERPRETACIÓN DEL ACTO JURÍDICO Y SU REGULACIÓN EN EL 

CÓDIGO CIVIL PERUANO. 

 

La interpretación constituye una operación jurídica imprescindible dentro del 

conjunto de actividades que debe desarrollarse para la aplicación del 

Derecho, más aún cuando se trata de la prestación de un servicio público, 

que incidirá sobre los derechos y obligaciones del administrado, pues sólo 

puede ser debidamente aplicado aquello que es correctamente 

comprendido. 

“La interpretación del acto jurídico es la técnica dirigida al conocimiento del 

contenido, sentido y alcance del acto, o sea, de la regulación establecida 

por el agente o agentes que lo crean” (Torres Vásquez, 2012, pág. 479). En 

otras palabras, interpretar implica reconstruir lo que acordaron las partes o 

lo que quisieron decir, de manera tal que, al conocer cada uno cuáles son 
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sus derechos y deberes, el contrato cumpla la finalidad por la cual fue 

creado. 

Pos su parte, (Bullard, 2010, pág. 102) indica que la interpretación: “se 

asemeja a encontrar el “eslabón perdido” entre voluntad y declaración. El 

intérprete es entonces un mero descubridor de algo oculto, enterrado en el 

texto ambiguo del contrato”. 

Y es que, dentro de la imperfección del lenguaje humano, no es extraño que 

la voluntad de los agentes no coincida finalmente con su declaración, 

problema que se evidenciará no sólo en la ejecución del contrato, sino 

también, como sucede en el presente expediente, en el momento de 

pretender su inscripción; lo cual debe ser disuelto a través de la 

interpretación. Básicamente, podemos concluir que la interpretación surge 

como una herramienta para salvar los defectos de la manifestación de 

voluntad. 

Como ya se indicó anteriormente, la interpretación debe ser realizada por 

todo analista del Derecho, entre ellos, el Registrador Público, quien en aras 

de calificar si un título debe ser o no inscrita, y luego, determinar a qué 

partida le corresponde en el Registro, califica -entre otros- el contenido del 

acto jurídico que se le ha presentado. 

En ese sentido, los criterios legales que direccionarán esta labor aparecen 

regulados en el Título IV, del Libro II, del Código Civil (artículos 168°, 169° 

y 170°), lo que en buena cuenta podemos resumir en interpretación literal, 

sistemática y finalista. 

Seguidamente haremos un recuento de cada uno de ellos y su implicancia 

en el procedimiento registral que se trata: 

2.1.1. INTEPRETACIÓN LITERAL 

 
Artículo 168: El acto jurídico debe ser interpretado de acuerdo con 

lo que se haya expresado en él y según el principio 
de la buena fe. 
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En concordancia con el citado artículo, la interpretación no indaga 

la voluntad interna de los agentes, sino la voluntad manifestada, 

asumiendo que lo declarado corresponde a la intención común de 

las partes celebrantes. 

 
Adicionalmente a ello, “La doctrina nacional entiende que la 

búsqueda de la común intención de las partes se extiende a la fase 

anterior y posterior de la celebración del contrato: no solo a través 

de los documentos redactados, sino del comportamiento de las 

partes”. (Espinoza Espinoza, 2008, pág. 247). De manera que, 

podemos concluir que la interpretación literal tiene como objeto 

averiguar cuál fue la intención en común de las partes, a partir de lo 

manifestado y de su comportamiento posterior. 

 
(Osterling Parodi, 2007, pág. 7), agrega que como principio general, 

éste método de interpretación se aplica en primer lugar para 

descubrir la intención de los agentes. En base a esto, podemos 

concluir que el primer tipo de interpretación que aplicó el 

Registrador frente a los instrumentos públicos antes mencionados 

fue la “interpretación literal”. 

 
Habiendo analizado las cláusulas que contenían ambos actos 

jurídicos, el Registrador pudo identificar que tanto en la tercera 

cláusula de la Escritura Pública N° 1228 y primera cláusula de la 

Escritura Pública N° 745, los vendedores declaraban transferir el 

50% de acciones y derechos del inmueble, y, seguidamente, lo 

describían físicamente, señalando área y linderos. 

 
Tal redacción resulta contradictoria, pues si los vendedores, 

teniendo inscrito un derecho de copropiedad, deciden disponer de 

parte física de su inmueble, lo que correspondería es que 
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previamente se ponga fin al instituto de la copropiedad mediante la 

figura de la división y partición, tal y como una de las sugerencias 

planteadas por el Registrador. Sin embargo, éste no puede asumir 

de manera indubitable que la voluntad de las partes haya sido 

transferir una parte física de bien, debido a que en la misma 

cláusula los contratantes señalan también que se transfiere 

acciones y derechos. 

 
Dado que la conclusión de la interpretación que el Registrador ha 

obtenido de la lectura de las cláusulas no ha sido inequívoca, 

correspondería confrontar ésta con el comportamiento externo de 

las partes, ello, en concordancia con el contenido de la 

interpretación literal indicado anteriormente. 

 
Sin embargo, dentro de los alcances de la calificación regulada en 

el artículo 32° del R.G.R. P, no se ha contemplado la confrontación 

del título presentado con la realidad extra registral, es decir, el 

Registrador no tiene cómo saber si las partes, en efecto, vendieron 

parte física del inmueble, o si, por el contrario, la cuota ideal que le 

corresponde a éste (sin disposición física). 

 
De hecho, habiendo contemplado las múltiples discrepancias que 

se pueden presentar entre un derecho ya inscrito con la realidad 

extra registral, el artículo 75° del mismo Reglamento, el cual señala 

el procedimiento que debe seguirse ante una inexactitud registral, 

tiene como finalidad brindar una solución a estos casos, que a no 

ser que sea un error material proveniente de mismo título, su 

verificación no está en manos del Registrador. 
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2.1.2. INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA 

 
Artículo 169: Las cláusulas de los actos jurídicos se interpretan las 

unas por medio de las otras, atribuyéndose a las 
dudosas el sentido que resulte del conjunto de todas. 

 

La redacción de este artículo establece un criterio al que debemos 

acudir cuando la interpretación literal no resulta suficiente, y es que, 

ante cláusulas dudosas, la intención de las partes debe obtenerse 

del análisis integral de todas las cláusulas del acto jurídico. 

 
Al respecto, (Torres Vásquez, 2012, pág. 514) sostiene que el acto 

jurídico no es una suma de estipulaciones o cláusulas sin ninguna 

interrelación, sino, que forman un todo coherente, las cláusulas 

deben guardar armonía común, interpretándose unas a través de 

las otras, de manera que pueda salvarse cualquier contradicción 

meramente textual. 

 
Por otro lado, considero muy importante lo que señala (Vidal 

Ramirez, 2011): 

 
El principio también rige cuando se trata de interpretar dos o 

más actos jurídicos vinculados entre sí, aun cuando el tenor del 

artículo 169° parezca indicar que solo es aplicable a un acto 

jurídico en particular, lo que no debe entenderse así. (p.351) 

 
Un ejemplo claro de ello se presenta cuando una persona inscribe 

un testamento y luego pretende la inscripción de otro sin revocar 

expresamente el inmediato anterior; en ese caso, el Registrador no 

podría ligeramente redactar el asiento registral señalando que el 

testador ha “revocado” el testamento anterior, pues no se ha 

señalado expresamente y además, puede suceder que las 

disposiciones testamentarias que se describen en el nuevo 
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testamento no se contraponga con el anterior, por lo que 

forzosamente tendría que analizar las disposiciones de ambos 

testamentos. 

 
Ahora bien, aplicando este razonamiento al presente expediente, 

teniendo en cuenta que tenemos dos compraventas sucesivas que 

se relacionan con la misma partida registral, y, ambas tienen la 

misma contradicción en el objeto de la transferencia, no bastaría 

con analizar las cláusulas de cada uno de manera independiente, 

sino también –siempre que haga falta- ambos contratos en conjunto 

para determinar el propósito querido por las partes. 

 
Adicionalmente, considero importante mencionar que cuando en el 

inciso a) del artículo 32° del R.G.R.P señala que el Registrador debe 

confrontar los títulos con los asientos de inscripción de la partida 

registral y los antecedentes registrales de la misma, también se está 

aplicando una interpretación sistemática. En suma, este método de 

interpretación no solo busca armonizar las cláusulas del contrato 

para encontrar la finalidad de las partes, sino también es importante 

confrontar dichas cláusulas con sus antecedentes registrales. 

 
Partiendo de ello, podemos identificar que las cláusulas que 

continúan en cada Escritura Pública hacen referencia al precio 

pactado, al alcance de la transferencia, impuestos y la obligación 

de saneamiento posterior. Si bien estas estipulaciones dan 

contenido a la compraventa, no logran esclarecer la ambigüedad 

del objeto de la transferencia; por ende, lo que sigue es analizar 

ambos instrumentos públicos en su totalidad, en concordancia con 

la partida registral del inmueble. 
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Para proceder a dicho estudio, debemos establecer el tracto 

sucesorio del inmueble, así tenemos que: 

 
- Mediante Escritura Pública del 21/11/86, Jorge Daniel Diaz 

Calderón transfiere a favor de Guillermo Uceda Senmache y 

Lely Antonia Vargas Zurita un inmueble solar urbano ubicado 

en el distrito de Monsefú – Chiclayo, el cual consta inscrito en 

el asiento 03, fojas 408 del Registro de Propiedad Inmueble de 

Chiclayo. En consecuencia, en virtud del artículo 970° del 

Código Civil, se presume que ambos copropietarios tienen 

cuotas iguales respecto a la totalidad del bien, es decir, 50% 

cada uno. 

 
- Posteriormente, por Escritura Pública del 12/06/95, uno de los 

copropietarios (Lely Antonia Vargas Zurita) vende su cuota ideal 

a favor de Luis Guillermo Uceda Vargas y otros; siendo que el 

otro copropietario del inmueble -en el mismo porcentaje- sigue 

siendo el señor Guillermo Uceda Senmache, tal como se 

corrobora de la lectura del Rubro C de la Ficha 29326. 

 
- Luego, con la Escritura Pública N° 1228 del 04/10/1 995, 

Guillermo Uceda Senmache y Clara Elena León Pizarro 

transfieren a favor de Javier Enrique Uceda León y Miguel Ángel 

Uceda León, el 50% de acciones y derechos que le 

correspondía. 

 
- Y, finalmente, por Escritura Pública N° 745 del 09/05/1997, 

Javier Enrique y Miguel Ángel Uceda León transfieren a favor 

de Augusto Miguel Uceda Senmache y Lucy Arlety Vargas 

Zurita. 
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En ese sentido, podemos apreciar que primigeniamente se 

constituyó el derecho de copropiedad sobre el inmueble; y, 

posteriormente, cada copropietario fue transfiriendo aquella cuota 

ideal que le pertenecía: En primer lugar, Lely Antonia Vargas Zurita 

transfiere su 50%, dejando a Guillermo Uceda Senmache con el 

otro 50%, quien finalmente transfiere la totalidad de este porcentaje 

mediante Escritura Pública N° 1228, sin perjuicio de que las partes 

hayan decidido estipular que ese 50% tenía equivalencia con un 

área de 255 m2 del inmueble, y, que en la Escritura N° 745 hayan 

sido incluso mucho más detallistas al mencionar los linderos. 

 
La afirmación de que el objeto de la transferencia eran acciones y 

derechos se corrobora del contenido del asiento registral en la Ficha 

29326, donde claramente se indica que el señor Guillermo Uceda 

Senmache es propietario del 50%, de forma que lo que transfiere 

no puede ser otra cosa que aquello de lo que es propietario, 

independientemente de lo que se redacte en la escritura, en vista 

de que los actos no son lo que las parte dicen sino lo que 

intrínsecamente contienen. 

 
Ello, a su vez, nos lleva a la conclusión que la intención no fue 

transferir parte física del inmueble, sino acciones y derechos; y, 

además, habiendo quedado claro que Guillermo Uceda Senmache 

transfiere la totalidad de la cuota ideal del que era propietario, no 

cabe la exigencia del Registrador Público de que el usuario 

presente un nuevo instrumento público aclaratorio, y menos aún, 

que se inscriba una división y partición previamente. 
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2.1.3. INTERPRETACIÓN FINALISTA 

 

 
Artículo 170: Las expresiones que tengan varios sentidos deben 

entenderse en el más adecuado a la naturaleza y al 

objeto del acto. 

 

Con la interpretación sistemática realizada en el parágrafo anterior 

se ha podido determinar el objeto de la transferencia, por lo que ya 

no sería necesario acudir a este método de interpretación, y es que, 

éste solo se aplicaría en caso persistiera la duda sobre el alcance 

de las expresiones empleadas por las partes. 

 
Al respecto, en la Resolución N° 005-2016-TR-A de fecha 14 de 

enero del 2016, citando a (Torres Vásquez, 2012), indica que: 

 

(…) la interpretación no puede ser un proceso puramente 

subjetivo, puesto que, una vez perfeccionado el acto jurídico, 

cobra una cierta autonomía, e impone sus propias exigencias, 

por lo que, si algunas de sus expresiones tienen varios sentidos, 

en la duda debe entenderse en el más conforme a la naturaleza 

y objeto del acto, así como a la finalidad perseguida por el 

agente o agentes. (p.142) 

 
En otras palabras, con este tipo de interpretación se busca indagar 

la causa del contrato, desentrañar la función económica o social del 

mismo, de manera tal que el acto jurídico sea válido y eficaz. 

 
2.2. RÉGIMEN DE COPROPIEDAD 

 
Previamente hemos abordado el tema de la interpretación del acto jurídico 

por haber sido éste el eje en torno al cual han girado los argumentos del 

recurso de apelación del usuario; ahora bien, en la siguiente sección 

corresponde analizar el régimen de copropiedad, pues como se verá más 
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adelante, los argumentos vertidos por el Tribunal Registral tienen como 

base a esta institución. 

En primer lugar, cabe mencionar que el régimen de copropiedad se regula 

en el Capítulo Quinto, Título II (artículos 969° a 998°) del Código Civil. El 

artículo 969° nos indica de manera escueta que existe copropiedad cuando 

un bien pertenece por cuotas iguales a dos o más personas, de manera que 

coexisten una esfera individual y otra colectiva de actuación sobre el bien. 

Siendo así, en el presente procedimiento podemos apreciar que la 

copropiedad se originó cuando Guillermo Uceda Senmache y Lely Antonia 

Vargas Zurita decidieron adquirir juntos un bien inmueble, asumiéndose que 

ambos son propietarios en función a cuotas ideales, lo cual motiva su 

participación tanto para el uso común como individual de la propiedad del 

bien. 

Seguidamente, el artículo 971° indica que las decisiones sobre el bien 

común deben ser tomadas por todos los copropietarios, ya sea por 

unanimidad o mayoría absoluta; lo cual se condice con lo establecido en el 

artículo 977°, en cuando prescribe que cada copropietario puede disponer 

y gravar su propia cuota ideal. Así, mediante Escritura Pública N° 1228, el 

señor Guillermo Uceda Senmache decide transferir su cuota ideal, esto es, 

el 50% de las acciones y derechos que tenía sobre el inmueble. 

Por otro lado, tenemos la figura de división y partición regulada en el inciso 

1 del artículo 992° como una de las formas para extinguir la copropiedad, 

que no es más que la repartición de partes físicas del bien entre los 

copropietarios; por ejemplo, si existen dos copropietarios que ostentan el 

50% de las acciones y derechos de un inmueble cuya área es de 500 m2, la 

división y partición consistiría en dar a cada uno la propiedad exclusiva de 

250 m2. 
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Habiendo establecido los linderos básicos del régimen de copropiedad en 

nuestro ordenamiento, procederemos a analizar cómo se regula su 

transferencia. 

2.2.1. TRANSFERENCIA DE ACCIONES Y DERECHOS 

 
En la esquela de observación se informa al usuario que puede optar 

por: 1) inscribir previamente la división y partición, asumiendo el 

Registrador que la voluntad de las partes ha sido disponer de parte 

física del bien; o de otro lado, 2) presentar una escritura pública 

aclaratoria donde se señale que en ambos casos los vendedores 

transfieren la totalidad de acciones y derechos que les corresponde. 

De haberse aplicado el método de interpretación sistemático, el 

Registrador hubiera podido determinar que el objeto de la 

transferencia son acciones y derechos sobre el inmueble, por ende, 

el primer razonamiento ya no tendría sentido. Ahora, para descartar 

el segundo punto de la observación, el Tribunal Registral se remite 

al 96° del Reglamento de Inscripción de Registro de Predios (en 

adelante R.I.R.P), que regula justamente la transferencia de cuotas 

ideales. 

El primer y segundo párrafo exigen que en el título se indique 

expresamente la cuota ideal que se transfiere en relación con la 

totalidad del predio; ello es así por cuanto el principio de 

especialidad regulado en el artículo IV del R.G.R.P implica la 

determinación del derecho real, a efectos de que lo que se publicite 

permita conocer a los terceros el porcentaje del derecho de 

propiedad que ostentan los copropietarios y así reforzar la 

seguridad jurídica en las transacciones económicas que deriven de 

ésta. 

Ahora bien, este presupuesto sólo se aplica cuando se transfiere 

una parte de la cuota ideal total, pues en este caso, la cuota ideal 
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que tiene el copropietario sobre la integridad del predio se verá 

modificada. A modo de ilustración podemos decir que el Registrador 

debe exigir la precisión del porcentaje transferido cuando, por 

ejemplo, María, quien ostenta el 80% de acciones y derechos sobre 

un inmueble, decide vender el 50%; siendo importante especificar 

este último porcentaje, en tanto María no deja de tener la calidad de 

copropietaria, sino que ahora le corresponde el restante 30%, 

circunstancia que debe estar detallada en la partida respectiva. 

Por su parte, el último párrafo plantea una excepción a lo 

anteriormente dicho, en tanto indica que no será necesario 

consignar el porcentaje cuando la transferencia se refiere a la 

totalidad de la alícuota que le corresponde al copropietario. 

Tal circunstancia es la que se ha presentado en el caso concreto, 

pues tal como consta en la Ficha 29236, Guillermo Uceda 

Senmache era propietario del 50% de acciones y derechos, y en la 

cláusula tercera de la Escritura Pública N.º 1228 se indica que 

transfiere precisamente este porcentaje, es decir, la totalidad de su 

alícuota. Posteriormente, los nuevos copropietarios transfieren el 

mismo porcentaje mediante Escritura Pública N.º 745 a favor de 

Augusto Miguel Uceda Senmache y Lucy Arlety Vargas Zurita. En 

consecuencia, el último punto de la observación tampoco es 

exigible. 

No obstante la claridad de este artículo, ello no eximía que se 

presenten casos al Tribunal Registral en los que el Registrador 

exigía al usuario que, mediante una escritura pública posterior, 

aclare el porcentaje transferido cuando no era necesario (Véase 

Resolución N.º 439-2008-SUNARP-TR-L y N.º 161-2007-SUNARP- 

TR-T). 

Para reducir tales observaciones, el Tribunal Registral expide el 

Precedente de observancia obligatoria Nº XL y XLI.1.- 
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TRANSFERENCIA DE CUOTA IDEAL, publicada el 11 de marzo 

del 2009. 

 

Adicionalmente, cabe precisar que, para efectos de identificar el 

porcentaje transferido, de acuerdo con el inciso 1 del artículo 32° 

del R.G.R. P, el Registrador también debe revisar la partida registral 

respectiva, asumiendo que si las partes indican que se transfiere la 

totalidad de la alícuota, se refieren al porcentaje que consta inscrito, 

independientemente que en el título las partes hagan referencia a 

uno distinto o que, incluso detallen características físicas del bien. 

 

3. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y 

LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 

3.1. ROL DEL REGISTRADOR COMO INTÉRPRETE DEL ACTO JURÍDICO. 

 
 

Del análisis precedente se puede dilucidar que nuestra posición es en 

contra de la esquela de observación emitida por el Registrador. En primer 

lugar, consideramos que se ha podido evitar dilatar el procedimiento de 

inscripción con la sola interpretación del acto jurídico contenido en las 

Escrituras Públicas N.º 1228 y 947. 

Como ya se indicó, la interpretación es una operación jurídica de suma 

importancia en la aplicación del Derecho, por lo que consideramos que el 

Registrador debió no solo regirse por los métodos de interpretación que 

regula el Código Civil, sino también que era su obligación confrontar el título 

presentado con la partida registral en la que debía realizarse la inscripción 

solicitada, en concordancia con el inciso 1) del artículo 32º del R.G.R.P. 

De haber sido así, aplicando la interpretación sistemática, el Registrador 

hubiera determinado de manera indubitable que el objeto de transferencia 

en ambas escrituras públicas eran acciones y derechos, y no parte física 

del bien inmueble; no obstante, decidió limitar su interpretación en el 
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aspecto literal, emitiendo una observación que deja más dudas que 

respuestas. 

Aunado a ello tenemos que, el artículo 32º citado disponía la obligación de 

corroborar el contenido del título con la partida registral en la que se iba a 

inscribir la transferencia de propiedad; y es que, claramente en la Ficha 

29326 indicaba que el señor Guillermo Uceda Senmache era propietario del 

50% de acciones y derechos, por lo tanto, es lo único que puede transferir, 

independientemente de lo que se haya decidido agregar al texto de la 

escritura. 

Esta interpretación deficiente ha dilatado la inscripción desde el 18 de 

octubre del 2017 –fecha en la que se pronuncia el Registrador-, hasta el 23 

de febrero del 2018 –fecha en la que se inscribió finalmente el título-; 

periodo en el cual se ha privado tanto a los propietarios como a terceros de 

la seguridad jurídica que otorga la publicidad en el Registro Público y, 

además, se ha obstruido una rápida movilidad del tráfico jurídico del bien, 

en tanto, al no estar inscrito, una futura venta o préstamos podrían verse 

frustrados. 

Entonces, creemos que la labor de interpretación es una actividad que los 

Registradores deben realizar de manera correcta, agotando todas las 

técnicas de interpretación que ofrece el Código Civil y, más aún, atendiendo 

a los criterios de calificación que dispone su Reglamento. 

Por otro lado, cabe destacar que las normas citadas en la base legal no 

justifican la motivación de las observaciones; así, por ejemplo, los artículos 

2011º del Código Civil, 32º, 40º y artículo VI del TP del R.G.R.P, son normas 

que solo hacen referencia a la facultad de calificación que tiene el 

Registrador Público. 

3.2. RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL REGISTRAL 

 
El Tribunal Registral resuelve revocar la observación formulada por el 

Registrador y dispone la inscripción del título tomando como base el análisis 
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del artículo 96° del Reglamento de Inscripciones del Registro de Predios (en 

adelante R.I.R.P..); a diferencia del usuario cuyos argumentos giran en 

torno a la interpretación del acto jurídico. 

Más allá de los argumentos mencionados por el Tribunal y el usuario, los 

cuales considero válidos, estoy de acuerdo con el resultado final, que es 

ordenar la inscripción. Evidentemente la orientación del Tribunal ha sido la 

pro inscripción a favor del usuario, al considerar que el título contiene la 

suficiente información para emitir el asiento de manera idónea. 

Como bien se señala en el considerando 1 y 5 de la Resolución, el principio 

de especialidad ordena que el Registrador identifique claramente el bien 

objeto de transferencia, a partir del cual se determinará a qué partida 

corresponde en el Registro; y para ello debe realizar su labor de calificación 

de conformidad con el artículo 32° del R.G.R.P, es decir, confrontar la 

adecuación del título con la partida a la cual se inscribirá el nuevo acto 

solicitado, de tal manera que, ante la transferencia de cuotas ideales, el 

Registrador debe verificar que el porcentaje transferido coincida con lo que 

consta inscrito en el asiento respectivo. 

En ese sentido, lo que es relevante para efectos registrales es que el 

propietario inscrito sea efectivamente titular del porcentaje transferido, 

restando importancia a lo que éste manifieste tener. No obstante, respecto 

a este último punto considero que se debe tener cuidado y aplicar este 

criterio únicamente cuando en el acto jurídico los contratantes señalen que 

se transfiere la totalidad de las acciones y derechos, pues una cosa es que 

los contratantes hayan señalado las características físicas del bien, de 

manera adicional a la indicación de que se trata de la transferencia de 

acciones y derechos; y, otra cosa muy diferente es que en la escritura 

pública se indique que se transfiere 20% cuando en la partida registral el 

vendedor es propietario de un 80%. 

Así, el Registrador debe diferenciar las dos circunstancias que regula este 

artículo, interpretando la norma y aplicándola de acuerdo con el caso 
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concreto; y es que, como se indicó anteriormente, cuando se transfiere la 

integridad de la cuota ideal, lo cual implica que no existe desmembración de 

las alícuotas, no se requiere que se consigne expresamente el porcentaje 

transferido en el título, bastando que los contratantes hagan referencia a que 

se transmite la totalidad de la cuota ideal que corresponde a determinado 

predio. 

 

4. CONCLUSIONES 

 
 

▪ La interpretación del acto jurídico implica la búsqueda del sentido y alcance 

de la voluntad manifestada por los agentes, de manera que el acto jurídico 

surta los efectos para los que fue creado. 

 
▪ Las reglas de interpretación recogidas por el Código Civil Peruano tienen un 

orden de prelación, lo cual significa que, si la interpretación literal no permite 

dilucidar la voluntad de los agentes, se debe recurrir al siguiente método de 

interpretación, que es la sistemática; y, finalmente a la finalista, todo ello 

teniendo en cuenta la buena fe. 

 
▪ La interpretación literal busca descubrir cuál fue la intención en común de las 

partes, presumiéndose que lo declarado (texto) es lo realmente querido. Por 

su parte, la interpretación sistemática entiende al contrato como un conjunto 

orgánico de cláusulas que deben analizarse de manera conjunta. Y, la 

interpretación finalista es aquel método que analiza el acto jurídico según su 

su naturaleza y objeto. 

 
▪ La copropiedad es un derecho real que se presenta cuando dos o más 

personas adquieren la propiedad de un bien, facultándolos para usar, gozar 

y disfrutar de las áreas comunes; y, disponer únicamente de su cuota ideal. 

En ese sentido, en el ámbito registral, resulta importante publicitar el 

porcentaje de acciones y derechos que se transfiere en el asiento registral, 

de tal manera que los propietarios puedan gozar de los beneficios que le 
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otorga la oponibilidad de su derecho y, los terceros puedan contratar de 

buena fe en base a la publicidad de Registros. 
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